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Introducción  

 

La Defensoría Penal Pública de Chile, creada en el año 2001, mediante la Ley N° 19.718, 

bajo el marco de la Reforma Procesal Penal, proporciona defensa penal a los imputados o 

acusados por un crimen, simple delito o falta que carezcan de abogado, asegurando de esta 

manera el derecho a defensa por un letrado y el debido proceso en el juicio penal. Es decir, 

a través de la Defensoría Penal Pública se garantiza el derecho de las personas a contar con 

un abogado defensor. 

El trabajo de la Defensoría Penal Pública tiene directa relación con la satisfacción del derecho 

al debido proceso y acceso a la justicia en Chile. En ese entendido, el III Boletín de 

Jurisprudencia Interamericana, elaborado por la Unidad de Derechos Humanos de la 

Defensoría Penal Pública, recoge las consideraciones jurídicas de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (Corte IDH), contenidas en las sentencias pronunciadas por ésta, 

durante el primer semestre del año 2019 (1 de enero – 30 de junio), que son relevantes 

para el trabajo de la defensa penal pública.  

Los principales temas analizados por la Corte IDH durante el primer semestre del año 2019, 

dijeron relación con aplicación de la pena de muerte y remoción de jueces, ambos temas 

vinculados al debido proceso. Además, se incorporan aspectos sobre la obligación de 

investigar y sancionar graves violaciones a los derechos humanos, desde la perspectiva de 

un caso en que no fue posible acreditar la responsabilidad internacional del Estado.  

Finalmente, como parte de los temas destacados, se incluye una sentencia que decretó la 

afectación del derecho a la seguridad social.  

Metodológicamente, el Boletín consta de dos partes. En la primera se refieren el contenido 

y alcance de los aspectos de fondo del derecho a las garantías judiciales y a la protección 

judicial, contenidas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (CADH). En la segunda parte se agregan temas relevantes para la comprensión 

de la responsabilidad internacional del Estado en materia de derechos humanos en materia 

de seguridad social.   
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Listado de sentencias de fondo y opinión consultiva dictadas por la Corte IDH – 

1er semestre año 2019 

 

1. Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470894/index.do 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_373_esp.pdf  

2. Caso Villaseñor Velarde y otros vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470893/index.dohttp://www.corteidh.or.cr/

docs/casos/articulos/seriec_374_esp.pdf  

3. Caso Muelle Flores vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470892/index.dohttp://www.corteidh.or.cr/

docs/casos/articulos/seriec_375_esp.pdf 

4. Caso Martínez Coronado vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470891/index.do 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_376_esp.pdf  

5. Caso Arrom Suhurt y otros vs. Paraguay. Fondo. Sentencia de 13 de mayo de 20191. 

Serie C No. 377. https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470890/index.do 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_377_esp.pdf   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 La Corte IDH determinó que el Estado no era responsable internacionalmente por la afectación de los derechos contenidos 
en la CADH.  

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470894/index.do
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_373_esp.pdf
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470893/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470893/index.do
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_374_esp.pdf
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470892/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470892/index.do
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_375_esp.pdf
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470891/index.do
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_376_esp.pdf
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470890/index.do
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_377_esp.pdf
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PRIMERA PARTE: ASPECTOS DE FONDO 
 

I. Derecho a las Garantías Procesales y a la Protección Judicial 

(Artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos) 

 

a. Procedimiento previamente establecido por ley 

Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador  

88. La Corte ha señalado que las personas tienen derecho a ser juzgadas con arreglo a 

procedimientos previos y legalmente establecidos, razón por la cual el Estado no debe crear 

tribunales que no apliquen normas procesales debidamente establecidas para sustituir la 

jurisdicción que corresponda normalmente a los tribunales ordinarios2.  

b. Plazo razonable 

Caso Muelle Flores vs. Perú  

154. La Corte ha considerado en su jurisprudencia constante que una demora prolongada 

en el proceso puede llegar a constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales3, 

lo cual también es aplicable a los procedimientos de ejecución de sentencias judiciales 

firmes. El Tribunal ha señalado que “la ejecución de una sentencia emitida por cualquier 

tribunal debe, por tanto, ser entendida como parte integral del “juicio”4”. Es decir que, un 

retraso injustificado en la ejecución de una sentencia judicial puede implicar la violación del 

derecho a ser juzgado en un plazo razonable5. El Tribunal estima que, “como el 

cumplimiento debe ser considerado parte integrante de los procedimientos, este derecho 

                                                           
2 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 
52, párr. 129, y Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 50.   
3 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 
junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, supra, párr. 177.   
4 Cfr. ECHR, Case of Hornsby v.Greece, Judgment of 19 March 1997, para. 40; Case of Popov v. Moldova, Judgment of 18 
January 2005, no. 74153/01, para. 40; Case of Assanidze v. Georgia, Judgment of 8 April 2004, no. 71503/01, para. 182; Case 
of Jasiúniene v. Lithuania, Judgment of 6 March 2003, no. 41510/98, para. 27, y Case of Burdov v. Russia, Judgment of 7 May 
2002, no. 59498/00, para. 34.   
5 Cfr. ECHR, Case of Hornsby v.Greece, Judgment of 19 March 1997, para. 40.   

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470894/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470892/index.do
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debe entenderse en conjunción con la exigencia de una “decisión pronta” cuando se 

examina la duración de un juicio o procedimiento”6.  

155. El Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe analizar en 

cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, lo cual podría también 

incluir la ejecución de la sentencia definitiva. De esta manera, ha considerado cuatro 

elementos para analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable, a saber: i) la 

complejidad del asunto, ii) la actividad procesal del interesado, iii) la conducta de las 

autoridades judiciales, y iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona 

involucrada en el proceso. La Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, con 

fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo 

transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad de que éste no lo demuestre, la Corte 

tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto7.  

157. En cuanto al plazo razonable en relación con la etapa de ejecución de sentencias, la 

Corte resalta que dicho plazo debe ser más breve debido a la existencia de una decisión 

firme en relación con una materia concreta. Es inadmisible que un procedimiento de 

ejecución de sentencia distorsione temporalmente lo resuelto en sentencia definitiva o de 

cualquier otro modo lo desvirtúe o vuelva inoficioso, prolongando exagerada o 

indefinidamente la situación litigiosa ya resuelta. Ello adquiere mayor relevancia en un 

proceso de ejecución de sentencias, por medio de las cuales fue reconocido a nivel interno 

el derecho a la seguridad social de la víctima, una persona mayor con discapacidad auditiva, 

debido al carácter alimentario de la prestación reclamada. En estos casos, la garantía judicial 

del plazo razonable establecida en el artículo 8.1 de la Convención Americana, debe 

analizarse junto con el deber del Estado de actuar con particular celeridad en la ejecución 

de las decisiones internas (supra párr. 129).  

159. Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad del 

asunto, como la complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o la cantidad 

de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, y el contexto en el que ocurrió la 

violación8. La Corte nota que en el presente caso la víctima del hecho es solo una y ya existía 

una decisión judicial firme que debió ser cumplida, o en su defecto, ejecutada. El alegato 

del Estado respecto a que la complejidad se basaría en el hecho de la incertidumbre sobre 

la entidad responsable del pago de la pensión no tiene asidero, ya que fue el propio Estado 

quien creó dicha incertidumbre al no establecer con claridad y con anterioridad a la 

privatización, de qué manera se protegería el derecho a la pensión adquirido por la víctima 

y reconocido judicialmente. Asimismo, la complejidad no puede basarse en la ineficacia y 

                                                           
6 Cfr. Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre la cuestión del ejercicio efectivo, en todos los países, de los 
derechos económicos, sociales y culturales, Sr. Banki Moon, UN Doc. A/HRC/25/31, 19 de diciembre de 2013, párr. 35.   
7 Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 
2009. Serie C No. 202, párr. 156, y Caso Mujeres Víctimas De Tortura Sexual En Atenco Vs. México, supra, párr. 306.   
8 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua, supra, párr. 78, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, 
supra, párr. 308.   
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pasividad del propio Poder Judicial para determinar, por dicha vía, quién sería el responsable 

del pago. Por ello, este Tribunal advierte que no existen elementos de complejidad.  

160. En lo relativo a la actividad procesal del interesado, la Corte nota que existió un impulso 

procesal promovido por el señor Oscar Muelle Flores, durante todo el proceso de ejecución. 

El señor Muelle Flores presentó y participó en una serie de acciones para revertir la 

suspensión del pago de su pensión (incluyendo su participación en la demanda contencioso-

administrativa interpuesta por la empresa estatal), y también presentó diversos escritos 

para lograr el cumplimiento de las sentencias, así como requerimientos y cartas notariales, 

tanto a la ONP, como al MEF y a Proinversión, con el fin de coadyuvar a la restitución de su 

derecho (supra párrs. 75). Asimismo, en varias oportunidades, el interesado cuestionó la 

demora del proceso y solicitó que se agilizara el caso (supra párr. 92).  

161. Respecto de la conducta de las autoridades judiciales, la Corte ha entendido que, para 

lograr plenamente la efectividad de la sentencia, las autoridades judiciales deben actuar con 

celeridad y sin demora169, debido a que el principio de tutela judicial efectiva requiere que 

los procedimientos de ejecución sean llevados a cabo sin obstáculos o demoras indebidas, 

a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral9. (…).  En todo caso, 

la Corte considera que el impulso procesal para lograr el cumplimiento de un derecho 

humano (seguridad social) conforme a un mandato judicial, reconocido incluso en la 

Constitución peruana, no puede atribuírsele completamente a la víctima, ya que el obligado 

a garantizar dicho derecho es el Estado. Dado lo expuesto, existió una prolongación excesiva 

del proceso de ejecución y períodos de inactividad de las autoridades.  

162. En lo relativo a la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada 

en el proceso, este Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera 

relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento 

avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve10. 

Tratándose del derecho a la seguridad social, es decir una prestación de carácter alimentario 

y sustitutivo del salario, de una persona mayor con discapacidad auditiva, la Corte estima 

que era exigible un criterio reforzado de celeridad.  

Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador  

115. Este Tribunal ha considerado que una demora prolongada constituye en principio, por 

sí misma, una violación a las garantías judiciales11. En este sentido, este alegado hecho 

ilícito, relacionado con la primera destitución, no ha sido reparado por el Estado.  

                                                           
9 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, supra, párr. 106, y Caso Ramírez Escobar y Otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351, párr. 250. Cfr. Opinion no. 13 (2010) on the role of judges in 
the enforcement of judicial decisions, cit., conclusiones, H), supra.   
10 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie 
C No. 192, párr.155, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual En Atenco Vs. México, supra, párr.308.   
11 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 
junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 13 de marzo de 2018. Serie C No. 352, párr. 105.   

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470894/index.do
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116. La Corte ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 8.1 de la 

Convención se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento que se 

desarrolla hasta que se dicta la sentencia definitiva12. En este caso, debe también tomarse 

en cuenta el lapso correspondiente a la etapa de ejecución de la sentencia judicial con el fin 

de realizar efectivamente el cobro de la indemnización13.  

118. La Corte generalmente ha considerado los siguientes elementos para determinar la 

razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) 

conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de 

la persona involucrada en el proceso. En el presente caso, la sentencia de la Sala de lo 

Constitucional que restituyó al señor Colindres Schonenberg tras la primera destitución 

indicó que procedía “la acción civil de indemnización de daños y perjuicios contra el Estado14. 

Tal como lo señaló la Sala de lo Civil al decidir la apelación, la decisión de la Sala de lo 

Constitucional le dio “un derecho […] para obtener la reparación del daño y ésta se concreta 

en el presente proceso civil”15. En efecto, la controversia en el proceso civil era solo el valor 

de los daños y perjuicios, por lo que no se trataba de un proceso complejo. Adicionalmente, 

la Corte advierte que el Estado no ha demostrado que el retardo en el mismo se deba a la 

actividad procesal de la presunta víctima. En consecuencia, la Corte considera que no es 

necesario realizar un análisis detallado de los elementos relativos al plazo razonable 

mencionados previamente ya que considera evidente que un plazo de quince años para 

resolver y ejecutar un proceso por daños y perjuicios constituye una violación al plazo 

razonable. 

c. Derecho a defensa técnica e incompatibilidad entre las mismas  

Caso Martínez Coronado vs. Guatemala 

82. Al respecto, sobre el contenido y el alcance de los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la 

Convención, este Tribunal ya se ha referido a la defensa de oficio indicando “la importancia 

fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita para la promoción y 

protección del derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de aquellas 

que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad”. La institución de la defensa 

pública, a través de la provisión de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica 

permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que se 

encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como la situación 

                                                           
12 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 71, y Caso 
Munárriz Escobar y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de agosto de 2018. 
Serie C No. 355, párr. 107.   
13 Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 151.   
14 Cfr. Resolución de la Sala de lo Constitucional de 4 de noviembre de 1997 (expediente de prueba, folio 375).   
15 Cfr. Sentencia de la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia de 13 de junio de 2001 (expediente de prueba, folios 
1669). Véase en el mismo sentido, Sentencia de la Cámara Primera de lo Civil de la Primera Sección del Centro de 23 de 
diciembre de 1999 (expediente de prueba, folio 1636).   

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/470891/index.do
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de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo a 

la justicia en términos igualitarios16.  

83. Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo 

objeto de cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, 

por lo que es imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger 

las garantías procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados17 y se 

quebrante la relación de confianza. A tal fin, es necesario que la institución de la defensa 

pública, como medio a través del cual el Estado garantiza el derecho irrenunciable de todo 

inculpado de delito de ser asistido por un defensor, sea dotada de garantías suficientes para 

su actuación eficiente y en igualdad de armas con el poder persecutorio. La Corte ha 

reconocido que para cumplir con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas 

adecuadas18. Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que puedan actuar 

con autonomía funcional19.  

84. El derecho de defensa implica que está sea eficaz, oportuna, realizada por personal 

técnico, que permita fortalecer la protección del interés concreto del imputado y no como 

un simple medio para cumplir formalmente con la legitimidad del proceso. Por ende, 

cualquier forma de defensa aparente resultaría violatoria de la Convención Americana. En 

esta línea, “[l]a relación de confianza debe ser resguardada en todo lo posible dentro de los 

sistemas de defensa pública [por lo que d]eben existir mecanismos ágiles para que el 

imputado pueda pedir que se evalúe el nivel de su defensa y [n]ingún defensor público 

puede subordinar los intereses de su defendido a otros intereses sociales o institucionales 

o a la preservación de la `justicia´”20.  

87. Este Tribunal considera que correspondería al Estado, mediante las autoridades 

competentes, identificar si existen dichas incompatibilidades y adoptar las medidas 

conducentes para que se garantice el derecho a la defensa de los co-imputados 

involucrados. Este principio es especialmente relevante en casos donde los imputados 

puedan enfrentar una condena severa, como es la pena de muerte. Por otra parte, la 

existencia de inconsistencias en las declaraciones realizadas por los co-imputados en el 

marco de un proceso penal no demuestra necesariamente una incompatibilidad en sus 

defensas e intereses que impida una defensa común.  

88. No obstante, en el caso concreto la contradicción existente en las declaraciones de los 

co-imputados recae sobre elementos sustanciales de la versión de los hechos propuesta por 

                                                           
16 Cfr. mutatis mutandi, Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 132, y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303, párr. 156.   
17 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 155, y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 157.   
18 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 159, y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 157.  
83 Cfr. Caso   
19 Cfr. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 157.   
20 Cfr. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 158.   
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el señor Martínez Coronado, de forma tal que la contradicción le privó de un elemento 

sustancial de su defensa. En efecto, en la sentencia de primera instancia se hace alusión a 

que el señor Martínez Coronado afirma que el co-imputado le informó a la una de la mañana 

que había escuchado disparos, razón por la cual acudió al lugar de los hechos, mientras que 

por su parte DA negó tales hechos y afirmó que se enteró de los homicidios a las seis de la 

mañana. En esa medida, en este caso las inconsistencias en las declaraciones por parte de 

los co-imputados debieron ser advertidas por la defensa común, quien debió ponerlas en 

conocimiento del tribunal para efectos de que se nombrara otro defensor, o incluso las 

autoridades judiciales encargadas de dirigir el proceso debieron adoptar de oficio las 

medidas pertinentes para garantizar el derecho a la defensa por tratarse de una defensa 

pública proporcionada por el Estado. En razón de lo anterior, la Corte concluye que el Estado 

incumplió con su deber de asegurar el derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 

proporcionado por el Estado que le garantizara al inculpado los medios adecuados para su 

defensa, en violación de los artículos 8.2.c) y 8.2.e) de la Convención Americana, en la 

medida que la defensa común, vulneró los derechos del señor Martínez Coronado.  

d. Derecho a la protección judicial y acceso a la justicia 

Caso Muelle Flores vs. Perú  

123. Respecto del derecho a la protección judicial, en los términos del artículo 25 de la 

Convención es posible identificar dos responsabilidades concretas del Estado. La primera, 

consagrar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos ante las 

autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra 

actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación de los 

derechos y obligaciones de éstas21. La segunda, garantizar los medios para ejecutar las 

respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes, 

de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos22. Esto 

último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el 

derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus 

efectos la obligatoriedad o necesidad de cumplimiento23. Lo contrario supone la negación 

misma del derecho involucrado24.  

124. En este sentido, el artículo 25.2.c de la Convención consagra el derecho al 

“cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso”.  

                                                           
21 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 
1999. Serie C No. 63, párr. 237, y Caso Favela Nova Brasilia Vs Brasil, supra, párr. 234.   
22 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, párr. 
79, y Caso Favela Nova Brasilia Vs Brasil, supra, párr. 234.   
23 Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, supra, párr. 167, y Caso Comunidad Garífuna De Punta Piedra y Sus Miembros 
Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No.304, 
párr.248.   
24 Cfr. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 28 de noviembre de 2002. Serie C No. 97, párr. 
54, y Caso Comunidad Garífuna De Punta Piedra y Sus Miembros Vs. Honduras, supra, párr.244.   
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125. La Corte ha indicado que la responsabilidad estatal no termina cuando las autoridades 

competentes emiten una decisión o sentencia, sino que requiere además que el Estado 

garantice los medios y mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones definitivas, de 

manera que se protejan efectivamente los derechos declarados25. Asimismo, este Tribunal 

ha establecido que la efectividad de las sentencias depende de su ejecución. El proceso 

debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 

pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento26.  

126. La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser regida por aquellos 

estándares específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela 

judicial, debido proceso, seguridad jurídica, independencia judicial, y estado de derecho. La 

Corte también ha señalado que para lograr plenamente la efectividad de la sentencia la 

ejecución debe ser completa, perfecta, integral y sin demora27.  

127. Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de 

ejecución sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que 

alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral28. Adicionalmente, las 

disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdiccional deben estar formuladas de 

manera idónea para asegurar la puntual ejecución de las sentencias29 y garantizar el carácter 

vinculante y obligatorio de las decisiones de última instancia30. La Corte estima que en un 

ordenamiento basado sobre el principio del Estado de Derecho todas las autoridades 

públicas, dentro del marco de su competencia, deben atender las decisiones judiciales, así 

como dar impulso y ejecución a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de la 

decisión ni retrasar indebidamente su ejecución31.  

128. Este Tribunal resalta además que, el artículo 25.2.c) de la Convención recoge la 

obligación de ejecutar “toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”. Ello 

                                                           
25 Cfr. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 24; Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, supra, 
párr. 220, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 169.   
26 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia, supra, párr. 73, y Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador, 
supra, párr.101.   
27 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 
2011. Serie C No. 228, párr. 105, y Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras, supra, párr. 244.   
28 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, párr. 105, citando T.E.D.H., Caso Matheus Vs. Francia, (No. 62740/01), Sentencia de 
31 de marzo de 2005, párr. 58. Según los estándares elaborados por el Comité Consultivo de Jueces Europeos (CCJE), un 
órgano consultivo del Comité de Ministros del Consejo de Europa en las materias relativas a la independencia, la imparcialidad 
y la competencia profesional de los jueces, “la ejecución de las decisiones de justicia debe ser equitativa, rápida, efectiva y 
proporcionada” (Cfr. Opinión No. 13 (2010), On the role of judges in the enforcement of judicial decisions. Disponible en: 
https://wcd.coe.int/wcd/ViewDoc.jsp?Ref=CCJE(2010)2&Language=lanEnglish&Ver=original&BackColorInternet=DBDCF2&B
ackColorIntranet=FDC864&BackColorLogged=FDC864.   
29 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, supra, párr. 106. Cfr. Opinion no. 13 (2010) on the role of judges in the enforcement 
of judicial decisions, cit., conclusiones, F), supra nota 84. Ver también Matheus versus Francia, supra nota 84, párrs. 58 y ss; 
y Cabourdin versus France, nº 60796/00, sentencia de 11 abril 2006, párrs. 28-30.   
30 Es decir que su acatamiento sea forzoso y que en caso de que no sean obedecidas voluntariamente, puedan ser exigibles 
de manera coactiva. Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, supra, párr. 106.   
31 La Corte Europea ha establecido en el Caso Inmobiliare Saffi versus Italia: “Si se puede admitir en principio que los Estados 
intervengan en un procedimiento de ejecución de una decisión de justicia, tal intervención no puede tener como consecuencia 
práctica que se impida, invalide o retrase de manera excesiva la ejecución en cuestión y menos aún que se cuestione el fondo 
de la decisión” (traducción libre de la Secretaría de la Corte). Cfr. T.E.D.H., Caso Inmobiliare Saffi versus Italia, n° 22774/93, 
Sentencia del 28.07.1999, párr. 74. Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador, supra, párr. 106.   



11 | P á g i n a  
 

quiere decir que, la garantía de mecanismos eficaces de ejecución de decisiones o 

sentencias definitivas debe darse en relación con decisiones definitivas dictadas tanto en 

contra de entidades estatales como de particulares. Asimismo, es imprescindible la adopción 

de medidas adecuadas y eficaces de coerción, para que, de ser necesario, las autoridades 

que dicten las decisiones o sentencias puedan ejecutarlas y con ello lograr la materialización 

de la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento definitivo.  

140. Ahora bien, como ya ha establecido esta Corte, tanto el cumplimiento como la ejecución 

de las sentencias constituyen componentes del derecho de acceso a la justicia y a la tutela 

judicial efectiva. De igual manera, la efectividad de las sentencias depende de su ejecución, 

debido a que el derecho a la protección judicial sería ilusorio si el ordenamiento jurídico 

interno del Estado permitiera que una decisión judicial final y obligatoria permanezca ineficaz 

en detrimento de una de las partes32. La Corte considera, que para tal efecto, dentro del 

deber de garantizar los medios y mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones 

definitivas, “deben establecerse mecanismos de seguimiento e imposición del cumplimiento 

que estén disponibles y sean accesibles en la práctica […] [como medidas coercitivas de 

distinta naturaleza, entre ellas,] las sanciones contra quienes dificultan el ejercicio efectivo 

de los derechos […]”33. Ello, contribuiría con hacer efectivo el derecho protegido por la 

decisión que se busca implementar.  

Caso Colindres Schonenberg vs. El Salvador  

101. Este Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación 

de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 

judicial sencillo, rápido, ante juez o tribunal competente y efectivo contra actos violatorios 

de sus derechos fundamentales34. En cuanto a la efectividad del recurso, la Corte ha 

establecido que para que tal recurso efectivo exista, no basta con que esté previsto por la 

Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea 

realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos 

y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos 

que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de 

un caso dado, resulten ilusorios35. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando su inutilidad haya 

quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para ejecutar sus decisiones 

o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia36. Así, el 

                                                           
32 Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, supra, párr. 219.   
33 Cfr. Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre la cuestión del ejercicio efectivo, en todos los países, de los 
derechos económicos, sociales y culturales, Sr. Ban Ki-moon. UN Doc. A/HRC/25/31, 19 de diciembre de 2013, párr. 35.   
34 Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011, 
Serie C No. 228, párr. 95, y Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302, párr. 245.   
35 Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 7, párr. 
137, y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 228.   
36 Cfr. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 Noviembre de 2002. Serie C No. 96, párr. 58, 
y Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 
2015. Serie C No. 302, párr. 247.   
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proceso debe tender a la materialización de la protección del derecho reconocido en el 

pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho pronunciamiento37.  

102. Por otra parte, este Tribunal ha indicado que el artículo 8.1 de la Convención implica 

que el Estado debe garantizar que la decisión que se produzca a través del procedimiento 

llevado a cabo satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que 

siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el 

resultado para el que fue concebido38.  

103. En los casos previos relativos a destituciones de jueces por parte del poder legislativo, 

la Corte ha señalado que los actos del proceso de destitución seguidos ante el Congreso, 

que se hallan sometidos a normas legales que deben ser puntualmente observadas, pueden, 

por eso mismo, ser objeto de una acción o recurso judicial en lo que concierne al debido 

proceso legal39. En el caso Tribunal Constitucional vs. Perú se señaló específicamente que 

“este control no implica valoración alguna sobre actos de carácter estrictamente político 

atribuidos por la Constitución al Poder Legislativo”40.  

109. En relación con lo anterior, la Corte reitera que los Estados tienen el deber de 

garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos 

violatorios de sus derechos fundamentales. Esto implica que el recurso judicial debe ser 

idóneo para combatir la violación, por lo que la autoridad competente debe examinar las 

razones invocadas por el demandante y pronunciarse en torno a ellas41. En ese sentido, este 

Tribunal ha establecido que el análisis por la autoridad competente de un recurso judicial -

que controvierte derechos constitucionales como el derecho de audiencia en este caso-, no 

puede reducirse a una mera formalidad y omitir argumentos de las partes, ya que debe 

examinar sus razones y manifestarse sobre ellas conforme a los parámetros establecidos 

por la Convención Americana42. En el presente caso, esta Corte advierte que la Sala de lo 

Constitucional no realizó un análisis de las alegadas violaciones al debido proceso, en virtud 

de que consideró que no es una instancia para revisar el criterio de la Asamblea Legislativa 

en cuanto las actuaciones procedimentales en aplicación directa de la Constitución.  

                                                           
37 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104, párr. 
73, y Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. 
Serie C No. 315, párr. 198.   
38 Cfr. Caso Barbani Duarte y otros Vs. Uruguay. Fondo, Reparaciones y costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011. Serie C 
No. 234, párr. 122, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párr. 170.   
39 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001, párr. 94, 
y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 236.   
40 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001, párr. 94.   
41 Cfr. Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C No. 344, párr. 177.   
42 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2017. Serie C No. 340, párr. 184, y Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C No. 344, párr. 177.   
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e. Obligación de investigar y sancionar las graves violaciones a los derechos 

humanos 

Caso Arrom Suhurt y otros vs. Paraguay 

136. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos es una de las medidas 

positivas que deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la 

Convención. Así, desde su primera sentencia esta Corte ha destacado la importancia del 

deber estatal de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos43, el cual 

adquiere particular importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de 

los derechos lesionados44. Dicha obligación también se desprende de otros instrumentos 

interamericanos. Así, en casos de desapariciones forzadas, la obligación de investigar se ve 

reforzada por el artículo I.b de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 

de Personas45, y en casos de tortura se ve reforzada por los artículos 1, 6 y 8 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura46.  

138. Toda vez que haya motivos razonables para sospechar que una persona ha sido 

sometida a desaparición forzada debe iniciarse una investigación ex officio, sin dilación, y 

de una manera seria, imparcial y efectiva47. Esta obligación es independiente a la 

presentación de una denuncia, pues en casos de desaparición forzada el derecho 

internacional y el deber general de garantía, imponen la obligación de investigar el caso ex 

officio, sin dilación, y de una manera seria, imparcial y efectiva, de modo tal que no dependa 

de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de 

elementos probatorios48. En el mismo sentido, el artículo 8 de la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura establece que los Estados partes garantizarán:  

                                                           
43 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 166, y Caso 
Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, 
párr. 212.   
44 Cfr. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Serie C No. 
153, párr. 128, y Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre 
de 2018. Serie C No. 370, párr. 212.   
45 El artículo I.b de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas establece: “Los Estados Partes en 
esta Convención se comprometen a: […] b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores 
del delito de desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo”.   
46 El artículo 1 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura establece: “Los Estados partes se obligan 
a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente Convención”. El artículo 6 de esa misma Convención establece: 
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la 
tortura en el ámbito de su jurisdicción. Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de 
cometer tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que 
tengan en cuenta su gravedad. Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar, además, 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción. El artículo 8 por su parte, establece: 
“Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción 
el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente. Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que 
se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas 
autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el 
respectivo proceso penal. Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los recursos que éste 
prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado”.   
47 Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 
2009. Serie C No. 202, párr. 65, y Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 215.   
48 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 177, y Caso 
Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, 
párr. 240.   
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[a] toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito 

de su jurisdicción el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente. 

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha 

cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados 

partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y 

de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando 

corresponda, el respectivo proceso penal. 

142. La Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una 

obligación de medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber 

jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, 

o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de 

las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios49. 

Además la investigación debe ser seria, objetiva y efectiva, y estar orientada a la 

determinación de la verdad y a la persecución, captura, y eventual enjuiciamiento y castigo 

de los autores de los hechos50.  

143. Ahora bien, la posibilidad de la Corte, en el ámbito de su competencia, coadyuvante y 

complementaria, de examinar los procedimientos internos de investigación51, puede llevar a 

la determinación de fallas en las debidas diligencias en los mismos52. No obstante, ello será 

procedente en tanto se evidencie que las falencias que se aduzcan pudieran haber afectado 

la investigación en su conjunto, de modo “que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se 

afecte indebidamente la posibilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes que 

permitan esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que correspondan”53. En 

ese sentido, no debe asumirse que fallas en medidas puntuales de investigación tengan un 

impacto negativo sobre el conjunto del proceso si, pese a ellas, la investigación tuvo un 

resultado efectivo en la determinación de los hechos54.  

Exclusividad de la acusación por parte del Ministerio Público  

                                                           
49 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 177, y Caso 
Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, 
párr. 240.   
50 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 127, y Caso Omeara Carrascal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2018. Serie C No. 368, párr. 203.   
51 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 
1999. Serie C No. 63, párr. 222, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364, párr. 178.   
52 Cfr. Caso Yarce y Otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2016. Serie C No. 325, párr. 282, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364, párr. 178.   
53 Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. 
Serie C No. 217, párr. 172, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364, párr. 178.   
54 Cfr. Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, 
párr. 167, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364, párr. 178.   
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149. Respecto al alegado obstáculo a la investigación que implicaría la imposibilidad de 

formular acusación ante una solicitud ratificada del Ministerio Público sobre el 

sobreseimiento, la Corte advierte que los Estados partes pueden organizar su sistema 

procesal penal, considerando sus necesidades y condiciones particulares, siempre que 

cumplan con los propósitos y obligaciones determinadas en la Convención Americana55. En 

este sentido, que sea necesaria la acusación realizada por el Ministerio Público para 

continuar con el proceso penal no implica una violación a la Convención.  

 

 

 

 

SEGUNDA PARTE: ASPECTOS DESTACADOS DEL AÑO 2019 
 

I. Derecho a la Seguridad Social derivado de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos: Caso Muelle Flores vs. Perú 
 

a. El derecho a la seguridad social como derecho autónomo y justiciable 

 

172. Para identificar aquellos derechos que pueden ser derivados interpretativamente del 

artículo 26, se debe considerar que este realiza una remisión directa a las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. 

De una lectura de este último instrumento, la Corte advierte que reconoce a la seguridad 

social en su artículo 3.j)56 al señalar que “la justicia y la seguridad sociales son bases de una 

paz duradera”. Asimismo, el artículo 45.b)57 de la Carta de la OEA establece que “b) [e]l 

trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse 

en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y 

un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo 

como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar”. 

                                                           
55 233 Cfr. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero 
de 2009. Serie C No. 193, párr. 164.   
56 El artículo 3.j) de la Carta de la OEA establece: “[l]os Estados americanos reafirman los siguientes principios: j) [l]a justicia 
y la seguridad social son bases de una paz duradera”.   
57 El artículo 45.b) de la Carta de la OEA establece: “[l]os Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede 
alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y 
verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos: b) [e]l 
trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo 
un régimen de salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto 
en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de trabajar”.   
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Asimismo, el artículo 45.h)58 de la Carta establece que “el hombre sólo puede alcanzar la 

plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo”, por lo que los Estados 

convienen en dedicar esfuerzos a la aplicación de ciertos principios y mecanismos, entre 

ellos el “h) [d]esarrollo de una política eficiente de seguridad social”. Por su parte, en el 

artículo 46 de la Carta los Estados reconocen que “para facilitar el proceso de la integración 

regional latinoamericana, es necesario armonizar la legislación social de los países en 

desarrollo, especialmente en el campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los 

derechos de los trabajadores sean igualmente protegidos, y convienen en realizar los 

máximos esfuerzos para alcanzar esta finalidad”.  

173. De esta forma, la Corte considera que existe una referencia con el suficiente grado de 

especificidad del derecho a la seguridad social para derivar su existencia y reconocimiento 

implícito en la Carta de la OEA. En particular, de los distintos enunciados se deduce que el 

derecho a la seguridad social tiene como finalidad asegurar a las personas una vida, salud 

y niveles económicos decorosos en su vejez, o ante eventos que las priven de su posibilidad 

de trabajar, es decir en relación con eventos futuros que podrían afectar el nivel y calidad 

de sus vidas. En vista de lo anterior, la Corte considera que el derecho a la seguridad social 

es un derecho protegido por el artículo 26 de la Convención.  

174. Corresponde entonces a este Tribunal determinar los alcances del derecho a la 

seguridad social, en particular del derecho a la pensión en el marco de los hechos del 

presente caso (supra párr. 171), a la luz del corpus iuris internacional en la materia. La 

Corte recuerda que las obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención 

Americana constituyen, en definitiva, la base para la determinación de responsabilidad 

internacional a un Estado por violaciones a los derechos reconocidos en la Convención59, 

incluidos aquellos reconocidos en virtud del artículo 26. Sin embargo, la misma Convención 

hace expresa referencia a las normas del Derecho Internacional general para su 

interpretación y aplicación, específicamente a través del artículo 29, el cual prevé el principio 

pro persona60. De esta forma, como ha sido la práctica constante de este Tribunal61, al 

determinar la compatibilidad de las acciones y omisiones del Estado, o de sus normas, con 

la propia Convención u otros tratados respecto de los cuales tiene competencia, la Corte 

                                                           
58 El artículo 45.h) de la Carta de la OEA establece: “[l]os Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede 
alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y 
verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos: h) 
[d]esarrollo de una política eficiente de seguridad social”.   
59 Cfr. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 107, 
y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 100.   
60 Cfr. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2013. Serie C No. 272, párr. 143, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 100.   
61 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, supra, párr. 103; Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 145; Caso I.V. Vs. 
Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329, 
párr. 168; Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, sura, párr. 129; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 83; Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 221, párr. 78 y 121, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 
100.   



17 | P á g i n a  
 

puede interpretar las obligaciones y derechos en ellos contenidos a la luz de otros tratados 

y normas pertinentes.  

175. De esta forma, la Corte utilizará las fuentes, principios y criterios del corpus iuris 

internacional como normativa especial aplicable en la determinación del contenido del 

derecho a la seguridad social. Este Tribunal señala que la utilización de la normativa antes 

mencionada para la determinación del derecho en cuestión se utilizará en forma 

complementaria a la normativa convencional. Al respecto, la Corte afirma que no está 

asumiendo competencias sobre tratados en los que no la tiene, ni tampoco está otorgando 

jerarquía convencional a normas contenidas en otros instrumentos nacionales o 

internacionales relacionados con los DESCA62. Por el contrario, la Corte realizará una 

interpretación de conformidad con las pautas previstas por el artículo 29, y conforme a su 

práctica jurisprudencial, que permita actualizar el sentido de los derechos derivados de la 

Carta de la OEA que se encuentran reconocidos por el artículo 26 de la Convención. La 

determinación del derecho a la seguridad social dará un especial énfasis a la Declaración 

Americana, pues tal y como lo estableció este Tribunal:  

[…] [L]os Estados Miembros han entendido que la Declaración contiene y define 

aquellos derechos humanos esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que 

no se puede interpretar y aplicar la Carta de la Organización en materia de 

derechos humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella con las 

correspondientes disposiciones de la Declaración, como resulta de la práctica 

seguida por los órganos de la OEA63.  

176. En el mismo sentido, este Tribunal ha señalado en otras oportunidades que los tratados 

de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la 

evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación evolutiva es 

consecuente con las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 29 de la 

Convención Americana, así como con la Convención de Viena64. Además, el párrafo tercero 

del artículo 31 de la Convención de Viena autoriza la utilización de medios interpretativos 

tales como los acuerdos o la práctica o reglas relevantes del derecho internacional que los 

Estados hayan manifestado sobre la materia del tratado, los cuales son algunos de los 

métodos que se relacionan con una visión evolutiva del Tratado. De esta forma, con el 

objetivo de determinar el alcance del derecho a la seguridad social, en particular del derecho 

a la pensión en el marco de un sistema de pensiones contributivo estatal, tal y como se 

deriva de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura de la Carta 

                                                           
62 Cfr. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, supra, párr.143 y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 101.  
63 Cfr. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el marco del artículo 64 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de 1989. Serie A No. 10. párr. 
43, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 101.   
64 Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión 
Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 114, y La institución del asilo y su reconocimiento como 
derecho humano en el sistema interamericano de protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-25/18 de 30 de 
mayo de 2018. Serie A No. 25, párr. 137.   
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de la OEA, el Tribunal hará referencia a los instrumentos relevantes del corpus iuris 

internacional.  

b. El contenido del derecho a la seguridad social 

 

178. De conformidad con lo señalado anteriormente, el artículo 45.b) de la Carta de la OEA 

señala expresamente que el trabajo deberá ser ejercido en condiciones que aseguren la 

vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus 

años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad 

de trabajar.  

179. Asimismo, el artículo XVI65 de la Declaración Americana permite identificar el derecho 

a la seguridad social al referir que toda persona tiene derecho “a la seguridad social que le 

proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, 

proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente 

para obtener los medios de subsistencia”.  

180. De igual manera, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo 

de San Salvador" (en adelante "Protocolo de San Salvador)66, establece que “1) [t]oda 

persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la 

vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios 

para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones 

de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. 2) [c]uando se trate de personas 

que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos la atención 

médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad 

profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y 

después del parto”.  

181. En el ámbito universal, el artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos67 establece que “[t]oda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a 

la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la Cooperación 

                                                           
65 Aprobada en la Novena Conferencia Panamericana celebrada en Bogotá, Colombia, 1948.   
66 Adoptado en San Salvador, El Salvador el 17 de noviembre de 1988, confirmado en la Asamblea de reunión de Asamblea 
General en el décimo octavo periodo ordinario de sesiones. Entró en vigor el 16 de noviembre de 1999. Perú lo firmó el 17 de 
noviembre de 1988 y ratificó el 17 de mayo de 1995. El artículo 9 establece que: “1) Toda persona tiene derecho a la seguridad 
social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para 
obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad 
social serán aplicadas a sus dependientes. 2) Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la 
seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de 
enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto”.   
67 Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948 en París. El artículo 
25 establece que: “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; 
tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida 
de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 2. La maternidad y la infancia tienen derecho 
a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social”.   
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internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción 

de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 

desarrollo de su personalidad”. De igual forma, el artículo 25 destaca que “toda persona 

tiene derecho a un nivel de vida adecuado […] y a los seguros en caso de desempleo, 

enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia 

por circunstancias independientes de su voluntad”. Por su parte, el artículo 9 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales68 (PIDESC) también reconoce 

“el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social”.  

183. Ahora bien, del artículo 45 de la Carta de la OEA, interpretado a la luz de la Declaración 

Americana y de los demás instrumentos mencionados, se puede derivar elementos 

constitutivos del derecho a la seguridad social, como por ejemplo, que es un derecho que 

busca proteger al individuo de contingencias futuras, que de producirse ocasionarían 

consecuencias perjudiciales para la persona, por lo que deben adoptarse medidas para 

protegerla69. En particular y en el caso que nos ocupa, el derecho a la seguridad social 

buscar proteger al individuo de situaciones que se presentarán cuando éste llegue a una 

edad determinada en la cual se vea imposibilitado física o mentalmente para obtener los 

medios de subsistencia necesarios para vivir un nivel de vida adecuado, lo que a su vez 

podría privarlo de su capacidad de ejercer plenamente el resto de sus derechos. Esto último 

también da cuenta de uno de los elementos constitutivos del derecho, ya que la seguridad 

social deberá ser ejercida de modo tal que garantice condiciones que aseguren la vida, la 

salud y un nivel económico decoroso.  

184. Si bien, el derecho a la seguridad social está reconocido ampliamente en el corpus iuris 

internacional70, tanto la Organización Internacional del Trabajo (en adelante “OIT”), como 

el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (en 

adelante “Comité DESC”) siguiendo los principales instrumentos adoptados por el primero71, 

han desarrollado el contenido del derecho a la seguridad social con mayor claridad, lo cual 

le permitirá a la Corte interpretar el contenido del derecho y las obligaciones del Estado 

peruano de conformidad con los hechos del presente caso.  

                                                           
68 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966. Entrada en vigor: 3 de enero de 1976. Ratificado por Perú el 28 de abril de 1978. En lo pertinente a la 
seguridad social, el artículo 10 señala que: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 2) Se debe conceder 
especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, 
a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.   
69 Cfr. Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador, Indicadores de 
progreso para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador, OEA/Ser.L/XXV.2.1; GT/PSS/doc.2/11 
rev.2, de 16 diciembre 2011, párr.62. Dicho documento fue realizado con base en las Normas y Lineamientos presentados por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.   
70 Artículo 11 de la Declaración sobre el Progreso y El Desarrollo en lo Social de las Naciones Unidas; artículos 11 y 13 de la 
Convención sobre la Eliminación de todas Formas de Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas; artículo 26.1 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño; artículo 5 apartado e), 1), iv) de la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas Formas de Discriminación Racial; artículos 27 y 54 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; artículos 12,13,14 de la Carta Social Europea. Incluir los artículos 
de Convenio 102 y 128 Organización Internacional del Trabajo (Perú no es parte en este último), y Recomendaciones 67, 167 
y 202.   
71 Cfr. Convenio 102 Organización Internacional del Trabajo, Convenio 128 Organización Internacional del Trabajo, 
Recomendación 67, 167 y 202 Organización Internacional del Trabajo.   
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185. De manera general, la OIT ha definido el derecho a la seguridad social como “la 

protección que una sociedad proporciona a los individuos y los hogares para asegurar el 

acceso a la asistencia médica y garantizar la seguridad del ingreso [al sistema de pensiones], 

en particular en caso de vejez, desempleo, enfermedad, invalidez, accidentes del trabajo, 

maternidad o pérdida del sostén de familia”72. En el caso concreto de la pensión por 

jubilación derivada de un sistema de contribuciones o cotizaciones, es un componente de la 

seguridad social que busca satisfacer la necesidad de subsistencia económica que persiste 

para quien dejó de trabajar, al cumplirse la contingencia con base en la supervivencia más 

allá de la edad prescrita. En estos casos, la pensión de vejez es una especie de salario 

diferido del trabajador, un derecho adquirido luego de una acumulación de cotizaciones y 

tiempo laboral cumplido.  

186. El Comité DESC ha establecido en su Observación General No. 19 sobre “el derecho a 

la seguridad social” que este derecho abarca el obtener y mantener prestaciones sociales, 

ya sea en efectivo o en especie, sin discriminación, con el fin de obtener protección, en 

diversas circunstancias (infra párr. 187), en particular por la falta de ingresos procedentes 

del trabajo debido a la vejez73.  

187. De igual forma, la Observación General No. 19 del Comité DESC ha establecido el 

contenido normativo del derecho a la seguridad social74 y destacó que incluye el derecho a 

no ser sometido a restricciones arbitrarias o poco razonables de la cobertura social existente, 

ya sea del sector público o del privado, así como del derecho a la igualdad en el disfrute de 

una protección suficiente contra los riesgos e imprevistos sociales. En cuanto a sus 

elementos fundamentales destacó los siguientes:  

a) Disponibilidad: El derecho a la seguridad social requiere, para ser ejercido, 

que se haya establecido y funcione un sistema, con independencia de que esté 

compuesto de uno o varios planes, que garantice las prestaciones 

correspondientes a los riesgos e imprevistos sociales de que se trate. Este 

                                                           
72 OIT, “Hechos concretos sobre la seguridad social”, publicación de la Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, Suiza, 6 de 
junio de 2003, disponible en: https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---
dcomm/documents/publication/wcms_067592.pdf Asimismo, la Comisión de Expertos de la OIT concluyó que la jurisprudencia 
de varios tribunales constitucionales de América Latina establece el derecho a la seguridad social a través de siete conceptos 
fundamentales: “[1] el derecho a la seguridad social es un derecho fundamental; [2] el derecho a la seguridad social tiene la 
doble finalidad de proteger a las personas y mejorar su calidad de vida; [3] el derecho a la seguridad social permite reconocer 
la seguridad social como una garantía institucional; [4] el concepto de seguridad social hace referencia al conjunto de medios 
de protección institucionales frente a los riesgos que atentan contra la capacidad y oportunidad de las personas humanas y 
sus familias para generar los ingresos suficientes en orden a una subsistencia digna del ser humano; [5] la seguridad social 
tiene como cometido propio la cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por las contingencias sociales; 
[6] las instituciones nacionales de seguridad social tienen la obligación de calcular correctamente las prestaciones y de 
suministrarlas íntegramente, respetando el principio de las expectativas legítimas del beneficiario, y [7] sobre la base de la 
urgencia de cada caso y de la solidaridad social, las personas que no estén cubiertas por el régimen de seguridad social pueden 
tener derecho a recibir prestaciones de seguridad social”. Cfr. Conferencia Internacional de Trabajo, 100ª reunión, 2011, 
Estudio General relativo a los instrumentos de la seguridad social a la luz de la Declaración de 2008 sobre la justicia social 
para una globalización equitativa, Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 
(artículos 19, 22 y 35 de la Constitución), Informe III (Parte 1B), p. 131, párr. 281.   
73 Cfr. ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19, El derecho a la seguridad 
social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párr. 2.   
74 Cfr. ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19, El derecho a la seguridad 
social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párrs. 9 a 28.   
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sistema debe establecerse en el marco del derecho nacional, y las autoridades 

públicas deben asumir la responsabilidad de su administración o supervisión 

eficaz. Los planes también deben ser sostenibles, incluidos los planes de 

pensiones, a fin de asegurar que las generaciones presentes y futuras puedan 

ejercer este derecho.  

b) Riesgos e imprevistos sociales: debe abarcar nueves ramas principales a 

saber: i) atención en salud; ii) enfermedad; iii) vejez; iv) desempleo; v) 

accidentes laborales; vi) prestaciones familiares; vii) maternidad; viii) 

discapacidad, y ix) sobrevivientes y huérfanos. En cuanto la atención en salud, 

los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que se establezcan 

sistemas de salud que prevean un acceso adecuado de todas las personas a los 

servicios de salud75, que deben ser asequibles76. En cuanto a la vejez, los 

Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para establecer planes de 

seguridad social que concedan prestaciones a las personas de edad, a partir de 

una edad determinada prescrita por la legislación nacional77.  

c) Nivel suficiente78: las prestaciones, ya sea en efectivo o en especie, deben 

ser suficientes en importe y duración a fin de que todos puedan gozar de sus 

derechos a la protección y asistencia familiar, de unas condiciones de vida 

adecuadas y de acceso suficientes a la atención de salud. Además, los Estados 

Partes deben respetar plenamente el principio de la dignidad humana y el 

principio de la no discriminación, a fin de evitar cualquier efecto adverso sobre 

                                                           
75 Observación General Nº 14 (2000) sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12). La cobertura 
debe incluir cualquier condición de morbilidad, con independencia de sus causas, el embarazo y el parto y sus consecuencias, 
la atención médica general y práctica y la hospitalización.   
76 Véase el párrafo 4 supra y los párrafos 23 a 27 infra.   
77 Véase la Observación general Nº 6 (1995) sobre los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores.   
78 Cfr. OIT, Recomendación No. 67, Recomendación sobre la seguridad de los medios de vida, de 12 de mayo de 1944, 
adoptada en Filadelfia, 26ª reunión CIT, Principio Directivo 1, el que establece que: “1. Los regímenes de seguridad de los 
medios de vida deberían aliviar el estado de necesidad e impedir la miseria, restableciendo, en un nivel razonable, las entradas 
perdidas a causa de la incapacidad para trabajar (comprendida la vejez), o para obtener trabajo remunerado o a causa de la 
muerte del jefe de familia”. Asimismo, véase la Recomendación No. 202, Recomendación sobre los pisos de protección social, 
de 14 de junio de 2012, adoptada en Ginebra, 101ª reunión CIT. El artículo 3, incisos b) y c) señalan que: “3. Reconociendo 
la responsabilidad general y principal del Estado de poner en práctica la presente Recomendación, los Miembros deberían 
aplicar los siguientes principios: b) derecho a las prestaciones prescrito por la legislación nacional, y c) adecuación y 
previsibilidad de las prestaciones”. El artículo 4 establece que: “4. Los Miembros, en función de sus circunstancias nacionales, 
deberían establecer lo más rápidamente posible y mantener pisos de protección social propios que incluyan garantías básicas 
en materia de seguridad social. Estas garantías deberían asegurar como mínimo que, durante el ciclo de vida, todas las 
personas necesitadas tengan acceso a una atención de salud esencial y a una seguridad básica del ingreso que aseguren 
conjuntamente un acceso efectivo a los bienes y servicios definidos como necesarios a nivel nacional”. El artículo 5, incisos a) 
y d) señalan que: “5. Los pisos de protección social mencionados en el párrafo 4 deberían comprender por lo menos las 
siguientes garantías básicas de seguridad social: a) acceso a un conjunto de bienes y servicios definido a nivel nacional, que 
constituyen la atención de salud esencial, incluida la atención de la maternidad, que cumpla los criterios de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad, y d) seguridad básica del ingreso para las personas de edad, por lo menos equivalente 
a un nivel mínimo definido en el plano nacional”. Asimismo, el artículo 8, incisos b) y c) destacan que: “8. Al definir las garantías 
básicas de seguridad social, los Miembros deberían tener debidamente en cuenta lo siguiente: b) la seguridad básica del 
ingreso debería permitir vivir con dignidad. Los niveles mínimos de ingresos definidos a nivel nacional podrán corresponder al 
valor monetario de un conjunto de bienes y servicios necesarios, a los umbrales nacionales de pobreza, a los umbrales de 
ingresos que dan derecho a la asistencia social o a otros umbrales comparables establecidos por la legislación o la práctica 
nacionales, y podrán tener en cuenta las diferencias regionales, y c) los niveles de las garantías básicas de seguridad social 
deberían ser revisados periódicamente mediante un procedimiento transparente establecido por la legislación o la práctica 
nacionales, según proceda”.     
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el nivel de las prestaciones y la forma en que se conceden. Los métodos 

aplicados deben asegurar un nivel suficiente de las prestaciones. Los criterios 

de suficiencia deben revisarse periódicamente, para asegurarse de que los 

beneficiarios pueden costear los bienes y servicios que necesitan para ejercer 

los derechos reconocidos en el Pacto. Cuando una persona cotiza a un plan de 

seguridad social que ofrece prestaciones para suplir la falta de ingresos, debe 

haber una relación razonable entre los ingresos, las cotizaciones abonadas y la 

cuantía de la prestación pertinente.79  

d) Accesibilidad: la cual a su vez incluye: i) cobertura: todas las personas deben 

estar cubiertas por el sistema de seguridad social, sin discriminación. Para 

garantizar la cobertura de todos, resultarán necesarios los planes no 

contributivos; ii) condiciones: las condiciones para acogerse a las prestaciones 

deben ser razonables, proporcionadas y transparentes; iii) asequibilidad: si un 

plan de seguridad social exige el pago de cotizaciones, éstas deben definirse 

por adelantado. Los costos directos e indirectos relacionados con las 

cotizaciones deben de ser asequibles para todos y no deben comprometer el 

ejercicio de otros derechos; iv) participación e información: los beneficiarios de 

los planes de seguridad social deben poder participar en la administración del 

sistema80. El sistema debe establecerse en el marco de la legislación nacional y 

garantizar el derecho de las personas y las organizaciones a recabar, recibir y 

distribuir información sobre todos los derechos ofrecidos por la seguridad social 

de manera clara y trasparente, y v) acceso físico: las prestaciones deben 

concederse oportunamente, y los beneficiarios deben tener acceso físico a los 

servicios de seguridad social con el fin de obtener las prestaciones y la 

información, y hacer las cotizaciones cuando corresponda […].  

                                                           
79 Además, la Corte considera que el nivel suficiente de las prestaciones debe permitir a la persona un nivel de vida adecuado 
que no sólo se encamina a satisfacer sus necesidades puramente biológicas, sino que tiende a garantizar una vida en 
condiciones de dignidad. Es preciso resaltar que las pensiones por jubilación en adultos mayores constituyen, por regla general, 
la única fuente de ingresos del pensionado y de su núcleo familiar, por lo que un monto equivalente a un nivel suficiente de 
ingresos es de especial importancia para los adultos mayores. La Corte Constitucional colombiana ha señalado que: “(…) en 
las distintas sentencias - algunas de las cuales han contado con un amplio número de actores - la Corte, siguiendo 
jurisprudencia ya muy decantada, ha señalado que el derecho a la seguridad social puede adquirir el carácter de fundamental 
cuando el no pago de las mesadas pensionales vulnera o amenaza vulnerar derechos fundamentales, como los derechos a la 
vida o a la salud. Ello ocurre en los casos en los que la ausencia de pago de las pensiones pone en peligro el mínimo vital de 
los jubilados, situación muy común en aquellos que ya pertenecen a la tercera edad, puesto que ya no se encuentran en 
condiciones de poder ingresar al mercado del trabajo y que, generalmente, derivan su sustento de manera exclusiva de la 
mesada”. Asimismo, estableció que “[p]ara establecer la afectación al derecho al mínimo vital [que debe ser cubierto con las 
pensiones de los jubilados] esta Corporación se ha pronunciado para definirlo como “aquella porción del ingreso que tiene 
como objeto cubrir las necesidades básicas como alimentación, salud, educación, recreación, servicios públicos domiciliarios, 
etc. Por ello, la misma jurisprudencia ha entendido que el concepto de mínimo vital no sólo comprende un componente 
cuantitativo, la simple subsistencia, sino también un cuantitativo, relacionado con el respeto a la dignidad humana como valor 
fundante del ordenamiento constitucional”. Cfr. Sentencia T 236/2016 de 13 de mayo de 2016. Acción de tutela, párrs. 4.1 y 
4.4.   
80 Los artículos 71 y 72 del Convenio Nº 102 (1952) de la OIT sobre la seguridad social (normas mínimas) contiene requisitos 
similares. Perú ratificó dicho convenio el 23 de agosto de 1961.   
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e) Relación con otros derechos: el derecho a la seguridad social contribuye en 

gran medida a reforzar el ejercicio de muchos de los derechos económicos, 

sociales y culturales. 

188. Asimismo, la Observación General No. 19 ha establecido que el derecho a acceder a la 

justicia forma parte del derecho a la seguridad social, por lo que las personas o grupos que 

hayan sido víctimas de una violación de su derecho a la seguridad social deben tener acceso 

a recursos judiciales o de otro tipo eficaces, tanto en el plano nacional como internacional, 

así como a las reparaciones que corresponda81.  

189. Asimismo, los Estados tienen la obligación de facilitar el ejercicio del derecho a la 

seguridad social, adoptando medidas positivas para ayudar a los individuos a ejercer dicho 

derecho82. No solo deben facilitar dicho ejercicio, sino también garantizar que “antes de que 

el Estado o una tercera parte lleven a cabo cualquier medida que interfiera en el derecho 

de una persona a la seguridad social, las autoridades competentes deberán garantizar que 

esas medidas se apliquen de conformidad con la ley y con el Pacto, lo cual supondrá: a) la 

posibilidad de consultar efectivamente a los afectados; b) la publicidad oportuna y completa 

de información sobre las medidas propuestas; c) el aviso previo con tiempo razonable de 

las medidas propuestas; d) recursos y reparaciones legales para los afectados; y e) 

asistencia letrada para interponer recursos judiciales. […]”83.  

190. Ahora bien, la Corte considera que la naturaleza y alcance de las obligaciones que 

derivan de la protección de la seguridad social, incluyen aspectos que tienen una exigibilidad 

inmediata, así como aspectos que tienen un carácter progresivo84. Al respecto, la Corte 

recuerda que, en relación con las primeras (obligaciones de exigibilidad inmediata), los 

Estados deberán adoptar medidas eficaces a fin de garantizar el acceso sin discriminación a 

las prestaciones reconocidas para el derecho a la seguridad social, garantizar la igualdad de 

derechos entre hombres y mujeres, entre otros85. Respecto a las segundas (obligaciones de 

                                                           
81 Cfr. ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19, El derecho a la seguridad 
social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párr. 77. Véase también OIT, Convenio No. 102, Convenio sobre la seguridad social 
(norma mínima), de 28 de junio de 1952, adoptado en Ginebra, 35ª reunión CIT, artículo 70, inciso 1, el cual establece que: 
“1. Todo solicitante deberá tener derecho a apelar, en caso de que se le niegue la prestación o en caso de queja sobre su 
calidad o cantidad”. Véase también, OIT, Recomendación No. 202, Recomendación sobre los pisos de protección social, de 14 
de junio de 2012, adoptada en Ginebra, 101ª reunión CIT. El artículo 7 señala que: “7. Las garantías básicas de seguridad 
social deberían establecerse por ley. La legislación nacional debería especificar la gama, las condiciones de elegibilidad y los 
niveles de las prestaciones que dan efecto a estas garantías. También deberían especificarse procedimientos de queja y de 
recursos imparciales, transparentes, eficaces, simples, rápidos, accesibles y poco onerosos. El acceso a los procedimientos de 
queja y de recurso debería estar exento de cargos para el solicitante. Deberían establecerse sistemas que permitan mejorar 
el cumplimiento de los marcos jurídicos nacionales”.   
82 El párrafo 48 de la Observación General No. 19 establece que: “[l]a obligación de facilitar exige a los Estados Partes que 
adopten medidas positivas para ayudar a las personas y a las comunidades a ejercer el derecho a la seguridad social. Esta 
obligación incluye, entre otras cosas, la de reconocer debidamente este derecho en el ordenamiento político y jurídico nacional, 
preferiblemente aprobando leyes para su aplicación; adoptando una estrategia nacional de seguridad social y un plan de acción 
para la realización de este derecho; y asegurando que el sistema de seguridad social sea adecuado, esté al alcance de todos 
y cubra los riesgos e imprevistos sociales.   
83 Cfr. ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19, El derecho a la seguridad 
social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párr. 78.   
84 Cfr. Mutatis mutandi, Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 
2018. Serie C No. 349, párr. 104 y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, supra, párr. 98.   
85 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación General No. 3: La índole de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), 14 de 
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carácter progresivo), la realización progresiva significa que los Estados partes tienen la 

obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la 

plena efectividad de dicho derecho86, en la medida de sus recursos disponibles, por vía 

legislativa u otros medios apropiados87. Asimismo, se impone la obligación de no 

regresividad frente a la realización de los derechos alcanzados88. En virtud de lo anterior, 

las obligaciones convencionales de respeto y garantía, así como de adopción de medidas de 

derecho interno (artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar su efectividad.  

191. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte nota que el presente caso no versa sobre las 

obligaciones de progresividad derivadas del artículo 26 de la Convención, sino que se refiere 

a la falta de concretización material del derecho a la pensión, como parte integrante del 

derecho a la seguridad social, del señor Muelle Flores, debido a la falta de cumplimiento y 

ejecución de sentencias dictadas a su favor a nivel interno en el marco de la privatización 

de la empresa estatal, efectuado luego de su jubilación. El señor Muelle Flores adquirió su 

derecho a la pensión bajo un régimen de contribuciones administrado por el Estado, es decir 

que adquirió el derecho a recibir una pensión luego de haber realizado aportes durante 

varios años. La legalidad de su incorporación a dicho régimen fue confirmado a nivel interno 

(supra párr. 74).  

192. En este sentido, con base en los criterios y elementos constitutivos del derecho a la 

seguridad social, y tomando en cuenta los hechos y particularidades del presente caso, las 

obligaciones del Estado en relación con el derecho a la pensión son las siguientes: a) el 

derecho a acceder a una pensión luego de adquirida la edad legal para ello y los requisitos 

establecidos en la normativa nacional, para lo cual deberá existir un sistema de seguridad 

                                                           
diciembre de 1990, U.N. Doc. E/1991/23, párr. 3, y Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación 
General No. 19, El derecho a la seguridad social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párr. 40.   
86 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 3: La índole de las obligaciones de los 
Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), 14 de diciembre de 1990, U.N. Doc. E/1991/23, párr. 9, y Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 19, El derecho a la seguridad social (artículo 9), 4 de 
febrero de 2008, párrs. 40 y 41.   
87 El artículo 26 de la Convención establece: “Artículo 26. Desarrollo Progresivo. Los Estados Partes se comprometen a adoptar 
providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para 
lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 
educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo 
de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”.   
88 Cfr. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú, supra, párrs. 102, 103, y Caso Poblete 
Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 349, párr. 104. Véanse 
también: “Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador”. 
Inicialmente, el Grupo de Trabajo elaboró el Documento “Indicadores de progreso para medición de derechos contemplados 
en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.L/XXV.2.1; GT/PSS/doc.2/11 rev.2, de 16 diciembre 2011, realizado con base en 
las Normas y Lineamientos presentados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Elevado a consulta a los 
Estados y la sociedad civil y aprobado por la Asamblea General en su XLII Período de Sesiones Ordinarias celebrado en 
Cochabamba, Bolivia, en junio de 2012 (AG/RES. 2713 (XLII-O/12). En dicha ocasión se abordaron los derechos a la seguridad 
social, a la salud y a la educación (pág. 13). Posteriormente, tras un segundo agrupamiento de derechos, el Grupo de Trabajo 
emitió los “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador – 
Segundo agrupamiento de derechos”, OEA/Ser.L/XXV.2.1 GT/PSS/doc.9/13, aprobados por la Asamblea General de la OEA 
mediante la Resolución AG/RES. 2823 (XLIV-O/14), en la Segunda Sesión Plenaria de 4 de junio de 2014. Finalmente, en 
2015, el Grupo de Trabajo incorporó ambos agrupamientos de derechos y fueron publicados bajo el título conjunto: 
“Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.D/XXVI.11 
(2015). En esta ocasión se abordaron los derechos al trabajo y derechos sindicales, a la alimentación adecuada, al medio 
ambiente sano, y a los beneficios de la cultura (pág. 75). Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación General No. 19, El derecho a la seguridad social (artículo 9), 4 de febrero de 2008, párr. 42.   
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social que funcione y garantice las prestaciones. Este sistema deberá ser administrado o 

supervisado y fiscalizado por el Estado (en caso de que sea administrado por privados); b) 

garantizar que las prestaciones sean suficientes en importe y duración, que permitan al 

jubilado gozar de condiciones de vida adecuadas y de accesos suficiente a la atención de 

salud, sin discriminación; c) debe haber accesibilidad para obtener una pensión, es decir 

que se deberán brindar condiciones razonables, proporcionadas y transparentes para 

acceder a ella. Asimismo, los costos de las cotizaciones deben ser asequibles y los 

beneficiarios deben recibir información sobre el derecho de manera clara y transparente, 

especialmente si se tomara alguna medida que pueda afectar el derecho, como por ejemplo 

la privatización de una empresa; d) las prestaciones por pensión de jubilación deben ser 

garantizadas de manera oportuna y sin demoras, tomando en consideración la importancia 

de este criterio en personas mayores, y e) se deberá disponer de mecanismos efectivos de 

reclamo frente a una violación del derecho a la seguridad social, con el fin de garantizar el 

acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva, lo cual abarca también la concretización 

material del derecho a través de la ejecución efectiva de decisiones favorables dictadas a 

nivel interno.  

193. Con base en los criterios establecidos en los párrafos precedentes, con lo concluido por 

esta Corte respecto en relación con el derecho a la protección judicial (supra párrs. 149), y 

considerando de forma particular que existió una privatización de una empresa estatal bajo 

la cual el señor Muelle Flores se jubiló, el Tribunal pasa a analizar la afectación del derecho 

a la seguridad social en el caso concreto.  

c. La pensión como parte del derecho de propiedad 

 

212. El Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia89, un concepto amplio de propiedad 

privada que abarca, entre otros, el uso y goce de los bienes, definidos como cosas materiales 

apropiables o como objetos intangibles, así como todo derecho que pueda formar parte del 

patrimonio de una persona90. La Corte se pronunció sobre el concepto de bienes, en el caso 

Ivcher Bronstein vs. Perú, en el cual lo definió como “cosas materiales apropiables, así como 

todo derecho que pueda formar parte del patrimonio de una persona” y consideró que “dicho 

concepto comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales e 

incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de valor”91.  

213. En los casos Cinco Pensionistas Vs. Perú y Acevedo Buendía y Otros Vs. Perú, la Corte 

declaró la violación del derecho a la propiedad por la afectación patrimonial causada por el 

                                                           
89 Cfr. Caso “Cinco Pensionistas” Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98, 
párr. 173. Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, supra, párr. 294. Cfr. Caso Abrill Alosilla y Otros Vs. Perú, supra, párr. 
82.   
90 Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párrs. 120-
122. Cfr. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 
179, párr. 55. Cfr Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría) Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C No.198, párr.84.Cfr. Caso Abrill Alosilla y otros Vs. 
Perú, supra, párr. 82.   
91 Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú, supra, párr. 122.   
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incumplimiento de sentencias que pretendían proteger el derecho a una pensión, el cual 

había sido adquirido por las víctimas, de conformidad con la normativa interna. En el caso 

Cinco Pensionistas92, la Corte señaló que, desde el momento en que un pensionista paga 

sus contribuciones a un fondo de pensiones y deja de prestar servicios a la institución 

concernida para acogerse al régimen de jubilaciones previsto en la ley, adquiere el derecho 

a que su pensión se rija en los términos y condiciones previstas en dicha ley. Asimismo, en 

el caso Acevedo Buendía y otros Vs. Perú93, declaró que el derecho a la pensión que adquiere 

dicha persona tiene “efectos patrimoniales”, los cuales están protegidos bajo el artículo 21 

de la Convención.  

214. Asimismo, la Corte resalta y coincide con lo señalado por el dictamen pericial de 

Christian Courtis en relación con que “[l]os beneficios que se derivan de la seguridad social, 

incluido el derecho a una pensión de vejez, forman parte del derecho de propiedad y por 

tanto deben estar protegidos contra la interferencia arbitraria del Estado. El derecho a la 

propiedad puede cubrir aún las expectativas legítimas del titular del derecho, en particular 

cuando haya efectuado aportes en un sistema contributivo. Con muchísima más razón, 

cubre los derechos adquiridos una vez perfeccionadas las condiciones para obtener un 

beneficio tal como la pensión de vejez, más aún cuando ese derecho ha sido reconocido a 

través de una sentencia judicial. Complementariamente, entre el abanico de intereses 

protegidos por el derecho a la propiedad, los beneficios de la seguridad social adquieren 

particular importancia por su ya mencionado carácter alimentario y sustitutivo del salario”94.  

 

 

                                                           
92 Cfr. Caso “Cinco Pensionistas” Vs. Perú, supra, párr. 103.   
93 Cfr. Caso Acevedo Buendía y Otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría) Vs. Perú, supra, párr. 85.   
94 Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por Christian Courtis el 30 de agosto de 2018 (expediente de prueba, folio 
1833).   


